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Estimado señor:

Asunto:
Se atiende consulta sobre el marco legal, régimen normativo y técnico a que deben someterse las asociaciones solidaristas, en el manejo de los recursos públicos.

Nos referimos a su oficio Nro. AUD-0035-2205 del 21 de enero, mediante el cual solicita a esta Contraloría General el marco legal, régimen normativo y técnico, en materia de administración y control interno, al que deben someterse las asociaciones solidaristas en el manejo de los recursos públicos; bajo el cual, las auditorías internas puedan ejercer la fiscalización que les compete.


Como punto inicial nos permitimos comunicarle que la Ley de Asociaciones Solidaristas establece en su artículo 18 que éstas contarán con los recursos económicos provenientes del ahorro mensual mínimo de los asociados, el aporte mensual del patrono a favor de sus afiliados, los ingresos por donaciones, ingresos o legados y cualquier otro ingreso lícito que se perciba con ocasión de las actividades que realice la asociación, y en este mismo numeral se regula expresamente el tratamiento que recibirá el aporte mensual del patrono, regulación que impide considerar que ese aporte constituya un ingreso propiedad de la asociación. Dispone el artículo: 

"Artículo 18: 

Las asociaciones solidaristas contarán con los siguientes recursos económicos: 

(…) 

b) El aporte mensual del patrono en favor de sus trabajadores afiliados, que será fijado de común acuerdo entre ambos de conformidad con los principios solidaristas. Este fondo quedará en custodia y administración de la asociación como reserva para prestaciones. Lo recaudado por este concepto, se considerará como parte del fondo económico del auxilio de cesantía en beneficio del trabajador, sin que ello lo exonere de la responsabilidad por el monto de la diferencia entre lo que le corresponda al trabajador como auxilio de cesantía y lo que el patrono hubiere aportado. (…)". (El destacado no es del original). 

Por lo tanto, el aporte que el patrono realiza a las asociaciones solidaristas se trata de un traslado de recursos para que en su momento se haga efectivo el derecho de cesantía que le corresponde a cada trabajador,  los cuales se traspasan únicamente con fines de custodia y administración.

El origen público de los fondos transferidos determina el régimen jurídico correspondiente.   En ese sentido y conforme se deriva de lo dispuesto en los artículos 5, 6 y 25 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República Nro. 7428, tanto este órgano de fiscalización superior de la Hacienda Pública, como la administración activa y su auditoría interna, se encuentran obligados a fiscalizar los dineros trasladados a las asociaciones solidaristas, por concepto del auxilio de cesantía de sus empleados, cuyo estudio debe tender a verificar su correcta utilización, y el cumplimiento de los fines establecidos en la ley.   Los textos de dichos numerales señalan textualmente:

"Artículo 5: Todo otorgamiento de beneficios patrimoniales, gratuito o sin contraprestación alguna, y toda liberación de obligaciones, por los componentes de la Hacienda Pública, en favor de un sujeto privado, deberán darse por ley o de acuerdo con una ley, de conformidad con los principios constitucionales. y con fundamento en la presente Ley estarán sujetos a la fiscalización facultativa de la Contraloría General de la República. Cuando se otorgue el beneficio de una transferencia de fondos del sector público al privado, gratuita o sin contraprestación alguna, la entidad privada deberá administrarla en una cuenta corriente separada, en cualquiera de los bancos estatales; además llevará registros de su empleo, independientes de los que corresponden a otros fondos de su propiedad o administración. Asimismo, someterá a la aprobación de la Contraloría General de la República, el presupuesto correspondiente al beneficio concedido". 

"Artículo 6: En materia de su competencia constitucional y legal, el control sobre fondos y actividades privados, a que se refiere esta Ley, será de legalidad, contable y técnico y en especial velará por el cumplimiento del destino legal, asignado al beneficio patrimonial o a la liberación de obligaciones. La Contraloría General de la República podrá fiscalizar el cumplimiento, por parte de los sujetos privados beneficiarios, de reglas elementales de lógica, justicia y conveniencia, para evitar abusos, desviaciones o errores manifiestos en el empleo de los beneficios recibidos. Dentro del marco y la observancia de estas reglas elementales, tanto la Contraloría General de la República como la entidad pública concedente del beneficio respetarán la libertad de iniciativa del sujeto privado beneficiario, en la elección y empleo de los medios y métodos para la consecución del fin asignado." 

"Artículo 25.- La Contraloría General de la República podrá fiscalizar si los responsables dentro de la administración activa, encargados de la determinación, gestión de cobro, percepción, custodia y depósito de las rentas y de otros fondos públicos, cumplen a cabalidad sus funciones. 

La Contraloría, de conformidad con la disponibilidad de sus recursos, fiscalizará que las dependencias de la administración activa encargadas de otorgar a sujetos privados, beneficios patrimoniales, gratuitos o sin contraprestación alguna, ajusten su acción al ordenamiento y realicen, en forma eficiente, el control sobre el uso y el destino de esos beneficios, dentro de los límites señalados en esta Ley." 

En aplicación de estos artículos, la fiscalización será de legalidad, contable y técnico, con especial énfasis en la verificación del cumplimiento del destino legal sobre el buen  uso y utilización de los recursos que se transfieren a las asociaciones solidaristas, para efectos del derecho de cesantía de sus servidores.

Dentro de esta fiscalización se debe corroborar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos transcritos, tales como la obligación que tienen estas organizaciones de manejar los recursos transferidos por los patronos en una cuenta corriente separada, en cualquiera de los bancos estatales, llevar registros independientes de los  otros fondos de su propiedad o administración. 

Tales obligaciones resultan ineludibles, como también resulta obligatorio corroborar el cumplimiento de lo estipulado en la Ley de Asociaciones Solidaristas, en el sentido, entre otras consideraciones, de que no pueden comprometer los pagos del auxilio de cesantía, y que para ello deben constituir un fondo de reserva (artículos 4, 19 y 23).

Con lo anterior expuesto, este Despacho aporta un marco de referencia,  con el propósito de que esa Auditoría Interna proceda a tenerlo presente, a efecto de fiscalizar el buen uso y destino de los recursos patronales que se trasladan a la Asociación Solidarista, sin perjuicio, claro está,  de que en su estudio verifique y aplique todas aquellas normas de control interno, que rigen en el accionar de todo estudio de auditoría.

Atentamente,

Lic. Luis Navarro Campos 

Gerente de Área a.i.
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